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Exp. 78/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 78/2018.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCION GENERAL DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO Y NUEVOS PROYECTOS DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y DIRECCIÓN DE CATASTRO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI.                                                                                                                                                                                                                                                                                                


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P.,  diecisiete de julio del dos mil dieciocho. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 78/2018, promovido por el C. **********, señalando como autoridades demandadas a la Dirección General de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y otra. 
R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día veinticuatro de enero del dos mil dieciocho, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridades demandadas a la Dirección General de Catastro y Desarrollo Urbano y a la Dirección de Catastro de dicho Ayuntamiento, y como acto impugnado el siguiente:
 “La RESOLUCION NEGATIVA FICTA, recaída a la solicitud del suscrito de fecha veintidós de febrero de dos mil dieciséis, relativa a que se reasigne una clave catastral de un inmueble propiedad del suscrito, ubicado en calle ********** de esta ciudad, lote de terreno identificado como lote ********** de la manzana **********, con una superficie de ********** metros cuadrados, así mismo se impugnan todas las consecuencias jurídicas de la negativa ficta impugnada.

Los actos impugnados han sido de carácter continuo desde la fecha de presentación de la solicitud, hasta la fecha actual y continuaran hasta que no se me reasigne la clave catastral del inmueble de mi propiedad.”  
II.- En proveído de veinticinco de enero del dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas,  para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera, y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 
Así mismo se requirió al actor con los apercibimientos de ley, a efecto de que en el término que le fue señalado exhibiera  la “copia certificada del Instrumento notarial **********, tomo ********** **********, expedido ante la fe del notario público número ********** en ejercicio en esta capital, por medio del cual se establecieron las medidas y colindancias del terreno objeto de la petición,  dado que fue señalada por el actor como documental segunda, pero omitió adjuntarla a su demanda; asimismo, se le requirió para que en el mismo plazo que le fue fijado, manifestara si también ofrecía como prueba la copia certificada de la declaración para el pago del Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles y otros derechos reales, con folio **********, cuya documental exhibió anexa a su escrito de demanda de cuenta.

III.- En proveído de veinte de febrero del dos mil dieciocho, se acordó lo siguiente:

Se tuvo al **********, actor del juicio por contestando el requerimiento que le fue formulado en auto de veinticinco de enero del dos mil dieciocho, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento que le fue formulado en dicho proveído y por exhibiendo la documental consistente en copia certificada  del Instrumento notarial número **********, tomo **********, del protocolo a cargo del Notario Público número **********,  expedido ante la fe del notario público número ********** en ejercicio en el primer distrito judicial; además se le tuvo por manifestando, que ofrecía como prueba, la copia certificada de la declaración de pago del impuesto sobre la adquisición de inmuebles folio **********
En el mismo auto, se tuvo a la Licenciada ********** en su carácter de Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, por si y en representación de Subdirección de Catastro, (antes Dirección de Catastro), ambas del Ayuntamiento de San Luis Potosí; por dando contestación a la demanda, en virtud de lo cual, se ordenó con la copia simple de los escritos de contestación y sus anexos, correr traslado a la parte actora, para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Así también, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora se le tuvo por admitidas las documentales consistentes en: El escrito de fecha veintidós de febrero de dos mil dieciséis, signado por el actor y dirigido a la Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; copia certificada del instrumento notarial número **********, del tomo **********, del Protocolo a cargo del Notario Público número **********en ejercicio en el Primer Distrito Judicial, mediante el cual, señala el actor, se establecieron las medidas y colindancias del terreno objeto de la petición, que se detalla en el punto II del capítulo de pruebas en sus escrito inicial de demanda; copia certificada del acta número **********, tomo **********, expedida ante la fe del Notario Público número **********en ejercicio en esta ciudad capital, por medio del cual, señala el actor, se establecieron las medidas y colindancias del terreno objeto de la petición, que se detalla en el punto III del capítulo de pruebas en su escrito inicial de demanda; copia certificada de la declaración de pago del impuesto sobre adquisición de inmuebles con folio **********; la presuncional legal y humana y la instrumental de actuaciones.
A la Licenciada **********, en su carácter de Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, por sí, y en representación de la Subdirección de Catastro (antes Dirección de Catastro), pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: el original del nombramiento expedido a su favor con fecha 1º de febrero de 2018, firmado por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; copia certificada del oficio ********** de fecha 16 de agosto de 2016 mediante el cual refiere la autoridad compareciente, se emitió repuesta a la solicitud de fecha 22 de febrero de 2016 que le fue formulada por el actor; la instrumental de actuaciones y la presuncional lógica, legal y humana 
Finalmente, en virtud de que el actor en su escrito inicial de demanda señaló como acto impugnado la resolución negativa ficta, del escrito que presentó ante la autoridad demandada el 22 de febrero de 2016 y además, la autoridad demanda planteó el sobreseimiento del juicio por extemporaneidad en la presentación de la demanda, y toda vez que la ampliación de demanda resulta una formalidad esencial del procedimiento y su ejercicio no debe ser negado de plano; con fundamento en el numeral 237 fracción I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda, apercibida que de no hacerlo en el término legal otorgado se le tendría por precluido su derecho para hacerlo; reservándose fijar la fecha y hora para el desahogo de la audiencia de ley, hasta una vez que transcurriera el termino otorgado a dicho actor.
IV.- En proveído de trece de marzo del dos mil dieciocho, se tuvo al actor por ampliando la demanda, señalando como actos impugnados los siguientes.
“1.- … la supuesta notificación practicada el 22 de agosto de 2016 a una supuesta persona de nombre Nancy Soria, del oficio **********, folio **********, de fecha 16 de agosto de 2016, emitido por la Subdirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potos, San Luis Potosí...”

“2.- … el oficio **********, folio **********, de fecha 16 de agosto de 2016, emitida por la Subdirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potos, San Luis Potosí.”

“3.- …la ilegal negativa de la Subdirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potos, San Luis Potosí, de devolver al suscrito las documentales en original y en copia simple que se anexaron a la petición de 22 de febrero de 2016, consistentes en: 1) Contrato de promesa de venta de fecha 19 de diciembre de 2003. 2) Convenio de Finiquito del 30 de enero de 2014. 3) Acta de entrega de recepción del inmueble de fecha 15 de enero de 2014. 4) Acta de fusión y subdivisión, es decir, instrumento número **********, del tomo ********** otorgado ante la fe de Lic. ********** correspondiente a la protocolización al acta de fusión y subdivisión. 5) Acta de adjudicación de remate en quinta almoneda de fecha 26 de septiembre de 2007, emitida por el juez Tercero de Ramo Civil, por medio del cual adjudico al señor ********** 6) Expediente de la acumulación del juicio de garantías número **********, resolución de ese juicio de amparo (en acumulación), recurso de revisión y resolución correspondiente, por medio de la cual, en el auto de fecha once de julio de 2008, resuelve sobreseer esos juicios de amparo y su revisión y confirmar el fallo recurrido. 7) Hijuela tirada en el acta número ********** ante la fe del Lic. **********, Notario Público número ********** con ejercicio en el Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí, S.L.P., e inscrito en la Dirección del Registro Público de la Propiedad, bajo la inscripción numero ********** a fojas 208 del tomo **********de escrituras públicas, por medio de la cual adquirió el señor **********. Instrumento notarial número **********, tomo **********, expedido ante la fe del notario público número ********** en ejercicio en esta capital. Acta numero **********, tomo **********, expedido ante la fe del notario público número **********en ejercicio en esta ciudad capital.8) Credencial para votar con fotografía de **********, Instituto Nacional Electoral.” 

Al efecto, con una copia simple del escrito de ampliación de mérito, se ordenó correr traslado a la Dirección General de Catastro y Desarrollo Urbano y a la Subdirección de Catastro Municipal, ambas del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí para que con fundamento en los artículos 242 y 243 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestaran la ampliación de demanda dentro del término de diez días y manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que éstas se encuentran relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendrá por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario
V.- Mediante auto de once de abril del dos mil dieciocho, se tuvo a la Licenciada **********, en su carácter de Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano y en representación de la Subdirección de Catastro (antes Dirección de Catastro), pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por contestando la ampliación de demanda, por lo que con una copia simple de la contestación a la ampliación de cuenta, se ordenó correr traslado a la parte actora  para que en el término que le fue fijado manifestara lo que a su derecho conviniera. 
Por otra parte se tuvo a  la parte actora por admitidas como pruebas de su parte: Copia certificada del instrumento notarial número ********** (SIC) **********, del Protocolo a cargo del Notario Público número ********** en ejercicio en el Primer Distrito Judicial, que detalla en el punto I, del capítulo de pruebas de su escrito de ampliación de demanda; copia certificada de la declaración de pago del impuesto sobre la adquisición de inmuebles con folio **********, que obra en autos y que exhibió anexo a su escrito inicial de demanda; la instrumental de actuaciones, que detalla en el apartado II del capítulo de pruebas de su escrito de ampliación de demanda.
A la Licenciada **********, en su carácter de Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, por sí, y en representación de la Subdirección de Catastro (antes Dirección de Catastro), pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las probanzas consistentes en: El original del nombramiento expedido a su favor, firmado por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; copia certificada del oficio ********** de fecha 16 de agosto de 2016; mediante el cual refiere la autoridad compareciente, se emitió repuesta a la solicitud de fecha 22 de febrero de 2016, formulada por el actor; la confesional expresa y espontánea, que detalla  en el apartado III del capítulo de pruebas de su contestación a la ampliación de mérito; la instrumental de actuaciones y la presuncional lógica, legal y humana.
Finalmente, se señalaron las diez horas del cuatro de mayo de dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda y de ampliación, así como a los de contestación a la demanda y ampliación de la misma, e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos al Magistrado Relator para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento en que consta la petición del  accionante, con lo que se corrobora lo expresado por el mismo, en el sentido de que mediante escrito presentado el veintidós de febrero del dos mil dieciséis, solicitó a la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Proyectos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la reasignación de la clave catastral, del lote de terreno identificado como lote ********** de la manzana **********, de la colonia **********, lo que justifica el hecho relativo a la recepción por la mencionada dependencia de la petición planteada por la aquí actora; documental que obra a fojas 09 a la 12 del expediente en el que se actúa.
Tocante a la autoridad demandada; compareció al dar contestación a la demanda la Licenciada **********, en su carácter de Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano, por sí, y en representación de la Subdirección de Catastro (antes Dirección de Catastro), pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 48 del expediente.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- En cuanto a la litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo, se tiene que del escrito inicial de demanda tenemos que él accionante señala como acto impugnado lo siguiente:
“La RESOLUCION NEGATIVA FICTA, recaída a la solicitud del suscrito de fecha veintidós de febrero de dos mil dieciséis, relativa a que se reasigne una clave catastral de un inmueble propiedad del suscrito, ubicado en calle ********** de esta ciudad, lote de terreno identificado como lote ********** de la manzana **********, con una superficie de ********** metros cuadrados, así mismo se impugnan todas las consecuencias jurídicas de la negativa dicta impugnada..” 
Por tanto, la litis planteada en este Juicio es la resolución negativa ficta que se configura respecto de la petición formulada por la actora  mediante la cual solicitó la reasignación de una clave catastral del inmueble ubicado en calle ********** número **********, Colonia ********** de esta ciudad, lote de terreno identificado como lote ********** de la manzana **********, según constancia visible de la foja 09 a la 12 de autos, valorada con anterioridad; en virtud de lo cual este Tribunal deberá pronunciarse en torno a lo peticionado por el actor y que le fue negado por parte de la demandada, considerando para ello las constancias que integran el presente expediente y presunciones legales que resulten aplicables y los actos precisados como impugnados en el escrito de ampliación de demanda.
Ello, sin que pase inadvertido que el actor señala también como actos impugnados en su escrito de ampliación de demanda; “1.- … la supuesta notificación practicada el 22 de agosto de 2016 a una supuesta persona de nombre Nancy Soria, del oficio **********, folio **********, de fecha 16 de agosto de 2016, emitido por la Subdirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potos, San Luis Potosí...” “2.- … el oficio **********, folio **********, de fecha 16 de agosto de 2016, emitida por la Subdirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potos, San Luis Potosí.” y “3.- …la negativa de la Subdirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potos, San Luis Potosí, de devolver al suscrito las documentales en original y en copia simple que se anexaron a la petición de 22 de febrero de 2016, respecto de la cual se reclama la negativa ficta; los que constituyen actos relacionados a la petición de origen – solicitud del suscrito de fecha veintidós de febrero de dos mil dieciséis, relativa a que se reasigne una clave catastral de un inmueble propiedad del suscrito, ubicado en calle **********número **********, Colonia **********de esta ciudad, lote de terreno identificado como lote ********** de la manzana ********** - sin que se advierta de su lectura que tengan el carácter de actos distintos o diferentes a la negativa ficta planteada como materia de controversia.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor, del escrito de contestación al escrito inicial de demanda se advierte que la demandada hace valer a manera de excepción, la de Sine Actione Agis, alegando al efecto que el escrito base de la acción de la negativa ficta se encuentra contestado a través del oficio **********, de fecha 16 de agosto de 2016, que se notificó el 22 de agosto de 2016, por lo que señala que el actor carece de acción para promover el juicio de nulidad. Así mismo, plantea la excepción Inepto Libelo, señalando que la demanda planteada por el actor no se ajusta a las formalidades requeridas para la instauración de la demanda, de conformidad con lo previsto en los artículos 233, 234 y 235 del Código Procesal Administrativo del Estado, puesto que son imprecisas, inexactas e incompletas las precisiones requeridas en la formulación de la demanda y que sin embargo, los planteamientos hechos por el actor en su demanda son ambiguos y obscuros y falta de materia porque aduce que no existe una omisión y mucho menos un sentido negativo ya que se emitió el oficio ********** en respuesta a la solicitud del actor.

Sin embargo, los argumentos en los que hace depender las excepciones y causales de improcedencia planteadas corresponden al análisis de fondo del asunto de ahí que resultan inatendibles, sin que del análisis oficioso practicado por parte de este Tribunal, en el caso que nos ocupa, se advierta la actualización de alguna causal de improcedencia o sobreseimiento, por lo que se procede al análisis de fondo de los conceptos de impugnación planteados en el escrito inicial de demanda y el de su ampliación
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 03 a la 05 y 63 a la 72 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- En primer término se debe señalar que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la Resolución negativa ficta que se actualiza en relación a la instancia formulada por la parte actora a la Dirección de Catastro del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., mediante escrito de fecha veintidós de febrero del dos mil dieciséis, en el que solicita la reasignación de la clave catastral del lote de terreno identificado como lote **********, de la manzana **********, ubicado en la Calle ********** número **********, Colonia ********** de esta Ciudad.
En ese contexto, en primer lugar se procederá a determinar si en la especie se configuró la resolución negativa ficta:
En ese sentido, en primer término debe decirse que la negativa ficta ha sido considerada por nuestra doctrina jurídica, como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad, que conforme a la ley debe emitir la resolución correspondiente; por tanto se establece que cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se formuló la instancia, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el gobernado que formuló la instancia. 

En ese orden, dicha figura implica la abstención de la autoridad a resolver sobre una solicitud dentro del plazo legal, y la consecuente presunción legal de que se ha negado lo pedido por el gobernado que lleva implícita tal omisión de la autoridad, de modo tal que su naturaleza la podemos descomponer como elementos a saber:
a) Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad;
b) Una omisión, la abstención de responder, por parte de la autoridad;

 c) Que la abstención se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley, para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, tenemos en cuenta que en la presente controversia se surten las hipótesis que la integran, lo anterior atendiendo al hecho de que cada uno de los requisitos para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad hasta la fecha en que controvirtió en esta vía.
Así, la negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:
1. Con relación al primer requisito;  en el caso que nos ocupa, queda demostrada pues como se dijo en el considerando tercero, dentro las constancias que obran en autos se encuentra la petición del accionante, con lo que se corrobora lo expresado por el mismo, en el sentido de que mediante escrito presentado el veintidós de febrero de dos mil dieciséis, solicito a la Dirección de Catastro del Ayuntamiento la reasignación de una clave catastral de un inmueble ubicado en calle **********número **********, Colonia ********** de esta ciudad, lote de terreno identificado como **********. (f. 09 a la 12) en el cual se aprecia un sello de recibido de la Dirección de Catastro del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., sin que hubiere sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
2. En cuanto al segundo de los elementos, que se traduce en la omisión de responder, se trata de un hecho negativo, que por tanto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada y no a la actora, ello, de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, en relación con lo establecido en el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de lo que sigue que corresponde a la autoridad demostrar que existe una resolución expresa debidamente notificada, de modo que acredite que no se actualizó la hipótesis de omisión de respuesta, ya que este es un hecho positivo.
En ese sentido la autoridad en la contestación de la demanda sostiene que emitió una respuesta a la instancia del actor, mediante oficio número **********, de  fecha 16 de agosto de 2016; de ahí, que resulte indispensable pronunciarse en un primer momento sobre la legalidad o ilegalidad de la notificación, ya que si ésta resulta ilegal, se actualiza la figura de la negativa ficta manifestada por el actor en el escrito inicial de demanda, al no existir notificación legalmente hecha;  mientras que, si resulta legal esa notificación, haría improcedente el presente Juicio Contencioso Administrativo, por inexistencia del acto impugnado, pues la litis del mismo es la negativa ficta que refiere el actor.
Al respecto, en principio es conveniente precisar que en la fecha en que señala la autoridad que fue emitido y notificado  el oficio **********; las notificaciones de carácter personal, en materia administrativa se encontraban reguladas en los artículos 40, 41 y 42 de la abrogada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Por tanto para una mayor claridad de las formalidades que regulan las diligencias de notificación, cabe tener en cuenta el contenido de dichos normativos, que textualmente dicen lo siguiente:

“ARTICULO 40. Se entenderán personalmente con el interesado, en el domicilio de éste, los citatorios, emplazamientos, requerimientos y solicitud de informes o documentos, así como las notificaciones que de acuerdo con lo dispuesto por las disposiciones legales aplicables deban revestir esta formalidad, o cuando así lo determine la dependencia o entidad que conozca del procedimiento, pero en todo caso deberá observarse tal formalidad en la primera notificación que se practique en el asunto y la de la resolución que ponga fin al procedimiento. 

Los actos mencionados en el párrafo anterior, a juicio de la autoridad administrativa, también podrán realizarse mediante oficio entregado por mensajería o correo certificado, con acuse de recibo, o bien, mediante telefax o cualquier medio de comunicación electrónica, cuando así lo haya aceptado expresamente el promovente y siempre que pueda comprobarse fehacientemente la recepción de los mismos. 

Cuando se desconozca el domicilio del interesado, o en su caso, que la persona a quien deba notificarse haya desaparecido, se ignore su domicilio o se encuentre en el extranjero sin haber dejado representante legal, los actos de referencia se realizarán por edictos. 

ARTICULO 41. Tratándose de actos distintos a los mencionados en el artículo 40, los mismos podrán realizarse por correo ordinario, mensajería, telegrama o, previa solicitud por escrito del interesado, a través de telefax, medios de comunicación electrónica u otro medio similar. 

ARTICULO 42. Las notificaciones personales se harán en el domicilio de interesado o en el último domicilio que la persona a quien se deba notificar haya señalado ante los órganos administrativos en el procedimiento administrativo de que se trate. En todo caso, el notificador deberá cerciorarse del domicilio del interesado y deberá entregar copia del acto que se notifique y señalar la fecha y hora en que la notificación se efectúa, recabando el nombre y firma de la persona con quien se entienda la diligencia. Si ésta se niega, se hará constar en el acta de notificación, sin que ello afecte su validez e informándole esta circunstancia a quien se lo niegue. 

Las notificaciones personales, se entenderán con la persona que deba ser notificada o su representante legal; a falta de ambos, el notificador dejará citatorio con cualquier persona que se encuentre en el domicilio, para que el interesado espere a una hora fija del día hábil siguiente. Si el domicilio se encontrare cerrado, el citatorio se dejará con el vecino más inmediato. 

Si la persona a quien haya de notificarse no atiende el citatorio, la notificación se entenderá con cualquier persona que se encuentre en el domicilio en que se realice la diligencia y, de negarse éste a recibirla o en su caso de encontrase cerrado el domicilio, se realizará por instructivo que se fijará en un lugar visible del domicilio. 

De las diligencias en que conste la notificación, el notificador tomará razón por escrito. 

Los notificadores tendrán fe pública únicamente en cuanto concierne a las notificaciones a su cargo.”

De los normativos en cita se advierte que, tanto el emplazamiento, como la primera notificación del procedimiento y la de la resolución que pone fin al procedimiento, deben practicarse de manera personal, observando las formalidades siguientes:
a) Que deben constar en un acta de notificación;

b) Que se harán en el domicilio del interesado o en el último domicilio que la persona a quien se deba notificar hubiere señalado ante la Autoridad;

c) Que el notificador debe cerciorarse del domicilio;

d) Que se deberá entregar copia del acto que se notifique;

e) Que se debe señalar fecha y hora en que la notificación se efectúa;

f) Que debe recabar el nombre y firma de quien recibe la notificación, si la persona se niega o no puede firmar, esto se debe hacer constar en el acta, y se debe hacer del conocimiento de la persona que recibe la notificación que el hecho de no firmar no afecta la validez de la notificación, y

g) Que la notificaciones se entenderán con la persona a quien se va notificar o su representante legal;

h) Que en caso de no encontrar a la persona a quien se deba notificar, se deberá dejar citatorio para que espere al notificador al día siguiente a una hora fija;

i) Que en caso de encontrar el domicilio cerrado, el citatorio se dejará con el vecino inmediato;

j) Que en caso de que si la persona a quien deba notificarse  no atiende el citatorio, la notificación se entenderá con cualquier persona que se encuentre en el domicilio, y si dicha personas se niega a recibir la notificación o el domicilio se encuentra cerrado, la notificación se hará mediante instructivo que se fijará en un lugar visible del domicilio.

Ahora bien, en el caso se tiene que la titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al contestar la demanda sostiene que el oficio ********** de fecha 16 de agosto del 2016, emitido en respuesta a la solicitud del actor, fue notificado en el domicilio señalado para tal efecto por el interesado y aportó como prueba de la legalidad de sus actos, la documental consistente en la copia certificada del oficio en mención, mismo que obra agregado a foja 49 de autos, a cuyo documento se le confiere pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo de acuerdo a lo que dispone el artículo 217 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sin embargo, del análisis efectuado al oficio **********, se advierte que dicho documento en su parte final únicamente tiene estampada la leyenda que dice “Recibí 22 – Agosto – 16  11:41 am ********** (firma)” sin que con dicha leyenda pueda tenerse por cumpliendo las formalidades previstas en los citados artículos 40, 41, y 42 de la Ley de Procedimientos administrativos del Estado y sus Municipios; pues no hay constancia alguna de la diligencia de notificación en la que se advierta, que el diligenciante se constituyó en el domicilio, que requirió la presencia de la persona a notificar, que al no encontrarlo haya dejado citatorio para una hora fija del día siguiente, habida cuenta que el nombre que aparece estampado en el documento exhibido por la autoridad, como receptor del documento,  es un tercero.

 Adicionalmente se debe señalar, que a juicio de la Sala, los defectos en la notificación, no son susceptibles de convalidación, ya que se trata de la salvaguarda del derecho de audiencia previa que reconoce el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues permite el conocimiento del acto o resolución dictado en su perjuicio, lo que por una parte le obliga a cumplirlo, pero por otra, lo constriñe al ejercicio de su derecho de defensa dentro del plazo legalmente establecido, en caso de ser inconforme con lo determinado por la autoridad, razón a lo cual se deben cumplir estrictamente las formalidades establecidas en la Ley, pues con éstas se tutelan los derechos fundamentales de los particulares identificados como derecho de audiencia y de defensa adecuada.

Por lo tanto, si en el caso la respuesta no fue comunicada legalmente al actor nunca surtió efecto legal alguno, o lo que es igual no hubo respuesta de la autoridad. 
En ese sentido, los demás elementos para que se configure la negativa ficta se encuentran acreditados, ya que la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado en su título tercero, denominado: "Del procedimiento administrativo", establece en su artículo 20, la figura jurídica de la negativa ficta, consistente en que para el caso de que las autoridades no emitan la resolución correspondiente en el plazo de tres meses, se entenderá que es en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. En seguida se transcribe el precepto legal en cita.

“ARTICULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se esté en el caso previsto en el primer párrafo del artículo 67. Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”
Bajo ese tenor, en el caso que nos ocupa es evidente que en la especie se configuró la negativa ficta, como Resolución administrativa dictada tácitamente en sentido negativo dada su naturaleza jurídica conforme a la presunción legal establecida en la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado, al no haberse resuelto en forma expresa y notificarse debidamente dentro de un plazo de tres meses lo solicitado por el particular; contados a partir de la fecha de la presentación de la instancia. 

Luego entonces, en primer lugar se tiene por configurada la negativa ficta respecto del escrito recepcionado el veintidós de febrero del dos mil dieciséis, mediante el cual el actor solicitó a la Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la reasignación de la clave catastral del lote de terreno identificado como **********, de la **********, ubicado en la Calle **********número **********, Colonia ********** de esta Ciudad.
En ese sentido debe decirse que conforme a lo previsto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la autoridad demandada tendrá la oportunidad procesal de sustentar su negativa expresando los fundamentos y motivos que considere aplicables, pues no por configurarse la negativa ficta, por sí misma se vuelve una resolución ilegal, toda vez que de igual manera podría declararse su legalidad. En este orden de ideas, en el caso de que en la contestación no exprese el derecho en que funda su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario.
Bajo esa premisa, en el caso se tiene que la Titular de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al contestar la demanda contra la negativa ficta, exhibe una respuesta negativa expresa a la petición del accionante, lo que implica que los fundamentos y motivos que la sustentan se tengan como respaldo de la negativa ficta, para que, con base en ello, esta Sala pueda analizar ese nuevo acto, a la luz de los conceptos de impugnación que formula el actor.

Por tanto, en segundo lugar, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la Resolución negativa expresa, dirimiendo sobre el fondo del asunto conforme a las constancias que obran dentro del expediente. 
En ese contexto, según se advierte de la documental visible a foja 49 de autos, consistente en el oficio **********, en el que señala la Titular de la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del Ayuntamiento Constitucional del Municipio de San Luis Potosí, se contienen los motivos y fundamentos para negar lo peticionado por el actor, dice textualmente lo siguiente:

“Que una vez revisada su solicitud no es posible realizar la clave catastral, en virtud de que es necesario presentar copias certificadas de los anexos, así como copias de la resolución de los procesos judiciales.

Lo anterior, con fundamento en los artículos: 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 161, del Reglamento Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de Sn Luis Potosí..”

En lo substancial, la autoridad demandada sustenta su negativa a reasignar la clave catastral que el actor solicitó, bajo el argumento de que es necesario presentar copias certificados de los anexos, así como copias de la resolución de los procesos judiciales.

Respecto a los razonamientos que produce la demandada, la parte actora formuló la ampliación de demanda, en la que enderezó conceptos de impugnación en contra de la legalidad de la negativa y al efecto en lo substancial señaló lo siguiente. 

1) Que de los preceptos normativos que se mencionan en el oficio **********Subdirectora de Catastro Municipal, para realizar el requerimiento que se contiene en el acto impugnado, por lo que estima que fue emitido por una autoridad incompetente; que además tampoco se establece alguna justificación ya que no señala que dicha autoridad haya actuado por suplencia, ausencia  o delegación de facultades, lo que contraviene el principio de legalidad previsto en el artículo 16 Constitucional.

2)  Que la justificación de la negativa de la autoridad, es ilegal, infundada e inmotivada, ya que si anexó a su petición la documentación que acredita la propiedad del inmueble ubicado en la Calle **********número **********, Colonia ********** de esta Ciudad **********, de la ********** y que además cumplió con todos los requisitos legales y normativos para la asignación de la clave catastral y sin embargo la autoridad refiere que es necesario presentar las copias certificadas de los anexos, así como de la resolución de los procesos judiciales, destacando que la autoridad no refiere expresamente que no se hayan presentado los anexos que se detallaron en la solicitud de 22 de febrero de 2016, por lo que debe tenerse como cierto el que el actor presentó en original y copias los documentos precisados en dicha solicitud.
3) Que el requerimiento de información que hace la autoridad esta indebidamente fundado y motivado, ya que en el propio escrito de 22 de febrero del 2016, se señala que se adjuntan a la solicitud de asignación de clave catastral, los documentos en original y copia para su cotejo, destacando que en el sello de recibido que aparece en la solicitud, no se expresa que haya sido recibida sin anexos; que no obsta el hecho de que no se describan los documentos que se adjuntaron ya que dicha descripción ya se encontraba dentro de dicha promoción; que al no existir un pronunciamiento de que no se anexaban los documentos descritos en el promoción, existe una aceptación tácita de que si se anexaron, además de que tampoco existe evidencia de que estos se hayan devuelto.
Al respecto, en primer término se debe decir, que no obstante que el actor aduce la falta de competencia por la Subdirectora de Catastro Municipal, quien suscribió el oficio **********se debe efectuar de oficio dicho análisis, de acuerdo a lo que dispone el artículo 250 penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; a nada práctico conduciría determinar la nulidad por incompetencia de la autoridad, pues ello acarrearía que se emitiera únicamente una nueva resolución por la autoridad competente reiterando el sentido de lo resuelto, lo que resulta ilegal.
Es decir, no pasa inadvertido para esta Sala Unitaria que el oficio **********se encuentra signado por la Sub directora de Catastro Municipal del Ayuntamiento Constitucional del Municipio de San Luis Potosí y no por la Titular de la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos de dicho Ayuntamiento; sin embargo, primeramente se advierte que al contestar la demanda la citada Directora General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, exhibió dicho documento para justificar los motivos y fundamentos de la negativa a lo peticionado por el actor, teniéndose en consecuencia una negativa expresa de su parte bajo los argumentos vertidos en dicho oficio, los que en el caso serán materia de análisis en la presente resolución y en segundo término, según se advierte del artículo 13 del Reglamento de Catastro del Municipio de San Luis Potosí, la subdirección de Catastro se encuentra contemplada como parte de la estructura operativa y administrativa de la Dirección.
Ahora bien,  esta Sala Unitaria conviene con la parte actora, respecto a que la autoridad demandada no emite una resolución de manera fundada y motivada, en cuanto a la instancia que le fue formulada, mediante la presentación del escrito de fecha 22 de febrero de 2016, en el cual el actor solicitó a la Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la reasignación de la clave catastral del lote de terreno identificado como **********, de la **********, ubicado en la Calle **********número **********, Colonia ********** de esta Ciudad y en el que incluso se encuentran señaladas del número 1 al 8, las documentales que se adjuntaron al mismo; según consta en la documental visible a fojas 9 a la 12 de autos, cuyo contenido se tiene aquí por reproducido.
También se advierte, que la autoridad demandada al producir su contestación a la ampliación de demanda, sostiene que en relación al trámite solicitado por la parte actora resulta inminentemente necesario requerir al interesado por las documentales que señaló en su escrito de petición, con el objeto de ubicar de manera indubitable cada una de las superficies resultantes de los trámites de fusión y subdivisión respectivamente y constatar las resoluciones judiciales recaídas en los procedimientos jurisdiccionales aludidos por el actor, con el objeto de justificar los antecedentes por medio de los cuales adquirió el bien inmueble sobre el cual fija sus pretensiones;  así como también sostiene que objeta el escrito de petición de 22 de febrero de 2016 en cuanto a su alcance y valor probatorio, porque en el mismo se hace única y exclusivamente una solicitud de trámite, sin que se haya anexado documento alguno, tan es así que el oficio **********, representa una prevención para que se adjunte a la misma, desplazando la carga de la prueba al actor alegando que no tiene constancia alguna de que dicho documentos hayan sido recibidos por la autoridad, y concluye diciendo que resulta imposible pronunciarse respecto a lo solicitado por el actor, sin que previamente se hayan reunido los requisitos exigibles para tal efecto.

Sin embargo, como se adelantó, esta Sala Unitaria considera que resultan fundados los argumentos expuestos por la parte actora como conceptos de impugnación.
Lo anterior es así, en razón de lo siguiente:
Substancialmente la demandada niega que el actor haya presentado los anexos que precisa en el contenido de su escrito de petición de fecha 22 de febrero de 2016, aduce que los mismos son necesarios para el trámite solicitado y desplaza la carga de la prueba al actor para que acredite que sí presentó dichos documentos.

Respecto de lo señalado por la autoridad,  carece de consistencia jurídica lo argumentado al señalar que a la actora correspondía la carga de comprobar que anexó a su escrito de petición de 22 de febrero de 2016, los documentos que en el mismo precisa.

Lo anterior es así, dado que las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán entre otras obligaciones; la de hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos, así como también, dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones les formulen, dentro del plazo fijado por la ley.

Al efecto resulta conveniente remitirnos al artículo 19 de la abrogada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí, vigente hasta el 18 de julio de 2017, por ser esta la que estaba en vigor en la fecha en que el actor presentó su instancia ante la demandada, y cuyo normativo dice textualmente lo siguiente.
ARTICULO 19. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones: 
I. Solicitar la comparecencia de éstos sólo cuando así esté previsto en los ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla;
 II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección, sólo en aquellos casos previstos en ésta u otras leyes u ordenamientos jurídicos aplicables; 
III. Previa solicitud por escrito, hacer del conocimiento de éstos el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos; 
IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos; 
V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución;

VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando; 

VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 

VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en ésta u otras leyes;

 IX. Tratar con respeto a los particulares y facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones; y 

X. Dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones le formulen; así como en los procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.
Específicamente de las fracciones IV y X del normativo en cita se deduce que el legislador impone como obligación de las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos, lo que implica que el personal adscrito a la oficialía de partes de cada órgano administrativo o instancia encargada de su recepción, tiene el deber de asentar detalladamente, lo que reciben, en la copia del documento que se les presente.

En ese sentido para otorgar certeza jurídica a los gobernados; la obligación de los encargados de las oficialías de partes cuando reciben documentos, no solo se constriñe a asentar la fecha y hora de su recepción y señalar el número de anexos que se presenten, sino que, también implica la de verificar que el escrito esté dirigido a las autoridades donde están adscritos, que se trate de un documento original con firma autógrafa del promovente, así como el número de copias y en su caso, inventariar las documentales que se hayan anexado, sin calificar su contenido de éstas.

De lo que se sigue, que en el acuse de recibo correspondiente se tendrán que precisar tales datos, en la medida en que sólo así puede tenerse la certeza de que los documentos presentados por la parte interesada son los que se agregarán al expediente respectivo, habida cuenta que la autoridad está obligada a observar el principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que en el caso se logra mediante la pormenorización detallada de la documentación que reciben las oficialías de partes de las autoridades de gobierno, ya que de no hacerlo así, implica que no se dé certidumbre a los particulares respecto de las instancias o recursos administrativos que se presenten, en detrimento de la certeza legal, lo que dejaría al particular en estado de indefensión al no poder acreditar lo contrario.
   Se afirma lo anterior, tomando en consideración el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien se ha pronunciado en el sentido de que los encargados de las oficialías de partes, además de asentar la fecha y hora de recepción del documento de que se trate, y verificar que el escrito esté dirigido a la autoridad correcta deben inventariar los documentos que se acompañen para no dejar duda sobre lo recibido; ello según se advierte en la Jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se transcribe.

“Época: Novena Época, Registro: 162532, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Marzo de 2011, Materia(s): Administrativa,  Tesis: 2a./J. 5/2011, Página: 759

OFICIALÍAS DE PARTES DE LAS AUTORIDADES FISCALES. PARA CUMPLIR CON LA GARANTÍA DE LEGALIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CUANDO SUS ENCARGADOS RECIBEN DOCUMENTOS EN DESAHOGO DE UN REQUERIMIENTO, DEBEN INVENTARIAR LOS ANEXOS.

Conforme al Código Fiscal de la Federación, el trámite y resolución del recurso de revocación corresponden a la autoridad competente, quien puede realizar los actos que ello implica por sí o a través de diversas autoridades y personal subalterno, las que se encuentran obligadas a cumplir con la garantía de legalidad contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, dentro del personal subalterno se encuentran los encargados de las oficialías de partes, quienes al estar constreñidos a satisfacer dicha garantía constitucional, cuando reciben un documento en desahogo de un requerimiento no deben realizar un mero acto material, similar al de una oficina de mensajería, sino uno de carácter formal. Así, dichos encargados no sólo deben asentar la fecha y hora de recepción del documento de que se trate y señalar el número de anexos, sino que están obligados a verificar que el escrito esté dirigido a la autoridad a la que están adscritos, que se trate de un documento original con firma autógrafa del promovente, así como el número de copias y, en su caso, las documentales acompañadas, y sin calificar su contenido, inventariarlas para no dejar duda sobre lo recibido, otorgando así certeza a los gobernados. De esta manera, en el acuse de recibo correspondiente tendrán que precisar tales datos, para verificar lo que efectivamente se agregará al expediente respectivo..”
Ahora bien, en el caso se tiene que obra a fojas 9 a la 12 de autos el acuse de recibo del escrito, signado por el C. **********, dirigido a la Ing. **********, en su carácter de  Directora de Catastro, que en la parte superior derecha tiene estampado el sello de la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Proyectos, fecha 22 de febrero de 2016, y a un costado del sello un folio con tinta “********** y con letra de molde “10:46” y una ante firma al lado, documental ya valorada con anterioridad, cuya imagen enseguida se inserta.
(Imagen digitalizada)
Del análisis de dicha documental se advierte que en el citado acuse no se especifica que la promoción se haya presentado sin anexos o con anexos, no obstante que en el contenido de la misma se hace referencia a que se adjunta la documentación que se describe del número 1 al 8. 
Luego, como lo aduce la parte actora, el sello estampado es insuficiente para que la autoridad sostenga que no se presentaron los anexos que se describen en el contenido del escrito de solicitud de que le fue presentado, toda vez que el encargado de recibir el escrito del particular limitó su obligación al hecho material de recibir el escrito y anotar la hora sin señalar el número de anexos que se acompañan a él; o si los documentos ni siquiera se acompañaron, dado que si se presenta un escrito en la oficialía de partes de una dependencia de Gobierno y el encargado del órgano administrativo, no asienta si se recibieron o no anexos, ni hace inventario alguno, sino que se limita a asentar la fecha  y hora de recibido, la autoridad no puede legalmente tener por no recibidos los documentos que en el cuerpo del escrito aparecen señalados como adjuntos de la petición, sobre la base de que no se exhibieron los documentos o que se presentaron de manera incompleta; en la medida en que el incumplimiento a la garantía de legalidad por parte del encargado de la Oficialía de Partes, atribuible a la propia autoridad, no puede irrogar consecuencias desfavorables al gobernado, máxime que en el caso, la autoridad demandada no hizo prevención alguna al ahora actor, dentro del plazo legal establecido, conforme lo dispone el artículo 21 de la abrogada Ley de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí, vigente hasta el 18 de julio de 2017, que reza.

ARTICULO 21. Cuando los escritos que presenten los interesados no contengan los datos o no cumplan con los requisitos aplicables la dependencia o entidad correspondiente deberá prevenir a los interesados, por escrito y por una sola vez para que subsanen la omisión dentro del término que establezca la dependencia o entidad, el cual no podrá ser menor de cinco días hábiles contados a partir de que haya surtido efectos la notificación; transcurrido el plazo correspondiente sin desahogar la prevención se desechará el trámite. 

Salvo que en una disposición de carácter general se disponga otro plazo, la prevención de información faltante deberá hacerse dentro del primer tercio del plazo de respuesta o, de no requerirse resolución alguna, dentro de los diez días hábiles siguientes a la presentación del escrito correspondiente. En caso de que la resolución del trámite sea inmediata, la prevención de información faltante también deberá hacerse de manera inmediata a la presentación del escrito respectivo.

 De no realizarse la prevención mencionada en el párrafo anterior dentro del plazo aplicable, no se podrá desechar el trámite argumentando que está incompleto. En el supuesto de que el requerimiento de información se haga en tiempo, el plazo para que la dependencia correspondiente resuelva el trámite se suspenderá y se reanudará a partir del día hábil inmediato siguiente a aquel en el que el interesado conteste.

De ahí que, ante la falta de demostración por parte de la autoridad de que el actor no anexó a su escrito de 22 de febrero de 2016, los documentos anunciados en dicho escrito del número uno al ocho, por ende, estos deben tenerse por presentados, en tanto que compete a la oficialía de partes del órgano administrativo que recibió la instancia, verificar, e inventariar el contenido de los anexos; esto es, asentar la entrega de los documentos, o en su caso, si dicha instancia fue presentada sin anexos.
Derivado de lo anterior es que resulta ilegal la negativa expresa que se contiene en el oficio **********, dado que mediante el mismo se requiere para que presente los documentos enunciados en el contenido del escrito de 22 de febrero de 2016.
En relación a lo anterior, se debe precisar que en el caso se advierte, que el actor exhibió como anexo de su demanda copia certificada del instrumento **********, tomo ********** **********, de la Notaria Pública número **********, con ejercicio en esta Ciudad, en la que consta la fusión y subdivisión de varios lotes de terreno, entre los que se encuentra el ubicado en la calle de **********, número **********, de la Colonia **********y en cuyo instrumento público se refiere, específicamente en el apartado tercero de los antecedentes; que se obtuvo de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, Subdirección de Administración Urbana el permiso de fusión y subdivisión número ********** de fecha 22 de agosto de 2008.

Dicha documental obra agregada a foja 28 a la 32 y merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y pone en evidencia que la autoridad demandada cuenta con los antecedentes que le permitan resolver lo peticionado por el actor, en la medida que el tramite relativo a las fusiones y subdivisiones de áreas o predios en el Estado, deben ser previamente autorizados por el Ayuntamiento conforme a lo previsto en los artículos 199, 205 y 207 de la Ley de Desarrollo Urbano  del Estado, cuyos normativos contemplan entre los requisitos para la autorización de dichos tramites, el  comprobante de pago del impuesto predial al corriente. 
Al efecto se transcriben los citados preceptos normativos que dicen lo siguiente.
Ley de Desarrollo Urbano  del Estado

“ARTICULO 199. Las fusiones y subdivisiones de áreas y predios que se pretendan realizar en el territorio del Estado, deberán ser previamente autorizadas por el Ayuntamiento respectivo, comprendiendo:

 I. Las que se ubiquen en cualquier fraccionamiento, colonia, manzana, área o zona ubicada dentro de los centros de población; 

II. Las que se ubiquen dentro de las zonas que hayan sido objeto de regularización por las autoridades correspondientes o que estén previstas en los Planes de Desarrollo Urbano y que se encuentren ubicados dentro de los centros de población;

 III. Las que se ubiquen dentro de terrenos rurales que no sean de origen comunal o ejidal y que no contravengan lo dispuesto en la Ley Agraria, y

 IV. Las que estén relacionadas con un presente o futuro asentamiento humano.”
“ARTICULO 205. Toda persona física o moral, pública o privada que pretenda subdividir áreas o predios deberá presentar la solicitud por escrito ante el Ayuntamiento, anexando como mínimo, los siguientes datos y documentos:

 I. Datos personales del solicitante; 

II. Datos de las áreas o predios; 

III. Ubicación del predio en areofoto o cartografía reciente; 

(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) 

(REFORMADA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2011) 

IV. Copia certificada del documento que acredite la propiedad del inmueble, debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad, y comprobante de pago del impuesto predial al corriente. 

(DEROGADO, P.O. 18 DE OCTUBRE DE 2012)

 (REFORMADO, P.O. 18 DE OCTUBRE DE 2012) N.E. SE DEJO INSUBSISTENTE MEDIANTE EL DECRETO 002 DEL P.O. DEL 18 DE OCTUBRE DE 2012.

En caso de ser un predio procedente de una subdivisión autorizada, en el documento que acredite la propiedad deberá constar la donación correspondiente.

 V. (DEROGADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) 

VI. Croquis del terreno o de los terrenos con acotaciones en metros y señalando la orientación de los mismos y sus colindancias; 

VII. (DEROGADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) 

VIII. Croquis de la subdivisión que se pretenda realizar; 

IX. Licencia de uso del suelo, cuando el predio tenga una superficie de hasta cinco mil metros cuadrados o dictamen de factibilidad en los términos señalados en los artículos 180 y 181 de esta Ley cuando exceda dicha superficie y sea destinado para fraccionamiento; 

X. Usos y destino actual y el propuesto del inmueble, y 

XI. Característica de la urbanización del terreno o terrenos.

(DEROGADO, P.O. 18 DE OCTUBRE DE 2012) 

(REFORMADO, P.O. 18 DE OCTUBRE DE 2012) N.E. SE DEJO INSUBSISTENTE MEDIANTE EL DECRETO 002 DEL P.O. DEL 18 DE OCTUBRE DE 2012. 

No será necesario cumplir con el requisito de la fracción IV, cuando se trate de la subdivisión de lotes provenientes de fraccionamientos autorizados.

(REFORMADO, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2011) 

Autorizada que sea la subdivisión, ésta deberá inscribirse en el Registro Público de la Propiedad, así como en la Dirección de Catastro municipal, de conformidad con la legislación aplicable. 

El Reglamento de ésta Ley señalará las características de los requisitos referidos como igualmente el procedimiento aplicable y el contenido de la autorización.

“ARTICULO 207. Toda persona física o moral, pública o privada que pretenda fusionar áreas o predios deberá presentar la solicitud por escrito ante el Ayuntamiento, anexando los siguientes datos y documentos:

 (REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002)

 (REFORMADA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2011)

 I. Copia certificada de los documentos que acrediten la propiedad de cada uno de los inmuebles que serán objeto de la fusión, debidamente inscritos en el Registro Público de la Propiedad, que incluya comprobante de pago del impuesto predial al corriente;
 II. Plano catastral, en su caso; 
(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) 
III. Ubicación del predio en aerofoto o cartografía reciente, indicando la distancia a los elementos urbanos fijos;

(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) 

IV. Plano de la poligonal de los predios que se fusionan con acotación de linderos, superficie de cada uno de ellos y total del inmueble en que se fusionan, y con indicación del nombre de las calles que circundan la manzana, y

(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) (REFORMADA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2011) 

V. Autorizada que sea la fusión, ésta deberá inscribirse en el Registro Público de la Propiedad, así como en la Dirección de Catastro municipal, de conformidad con la legislación aplicable.

Por otra parte, los artículos 7, 12°, y 39 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, establecen  que la Administración del Catastro dentro de la circunscripción territorial del Municipio de San Luis Potosí, S.L. P., se encuentra a cargo de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del propio Municipio, así como las competencias de dicha Dirección, de las que se debe destacar la contenida en las fracciónes III, IV, XIV y XV del artículo 12, que se refiere a la facultad-obligación de Integrar, localizar, medir, describir y registrar los bienes inmuebles, sus principales características y asignación de la clave catastral; realizar visitas domiciliarias y la verificación física que se requieran, para captar variaciones.
A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcriben los preceptos citados:
“Artículo 7. La Administración del Catastro dentro de la circunscripción territorial del Municipio de San Luis Potosí, S.L. P., se encuentra a cargo de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del propio Municipio, la cual para preservar la seguridad de orden administrativo y técnico catastral, se regirá bajo los siguientes principios:
I. AUTENTICIDAD DE LOS EMPADRONAMIENTOS: Este principio conlleva la verificación del correcto empadronamiento de los bienes inmuebles en el Catastro Municipal, la copia fiel del mismo y la conservación del documento que se origina de tal acto jurídico;

II. CONTROL INVIOLABLE DE LAS CLAVES CATASTRALES DE CADA BIEN INMUEBLE: Este principio significa que una inscripción incorrecta subsiste, no se modifica ni se elimina, conservando la historia y además, establece mecanismos para el control inviolable de los folios de recepción de las solicitudes de trámite, indicando día, fecha, hora y minuto;

(…)

VIII. VALIDACIÓN DE TRÁMITES: Este principio postula que todo documento que se presente al Catastro para el empadronamiento de un bien inmueble debe ser validado, es decir, deberá examinarse físicamente el documento y el bien inmueble a fin de que en las bases de datos se inscriban solo bienes inmuebles válidos.;
Artículo 12. A través de su titular, son facultades de la Dirección:

I. Desempeñar las funciones catastrales establecidas por la Ley;

II. Formar y actualizar el Catastro del Municipio;

III. Prestar los servicios catastrales correspondientes, de acuerdo a la Ley y a este Reglamento;

IV. Registrar todos los bienes inmuebles ubicados dentro del territorio del Municipio y mantener actualizada la información catastral de los predios ubicados en el mismo, que permita su identificación catastral; pudiendo investigar y solicitar información a personas físicas y morales, oficiales o privadas para tal fin, además, para cumplir con esta atribución podrá ordenar y practicar visitas domiciliarias;

V. Planear, organizar, dirigir, controlar, ejercer las funciones y prestar los servicios catastrales en el Municipio;

VI. Establecer políticas de operación y cumplimiento de objetivos y metas;

VII. Coordinar las actividades de la Subdirección;

VIII. Generar la estadística necesaria que permita tomar decisiones en materia de planeación y recaudación;

IX. Proporcionar el apoyo que requiera el Ayuntamiento y la Administración Municipal;

X. Coordinar la correcta aplicación de la Ley, el Reglamento y los manuales operativos en la materia catastral;

XI. Representar gráficamente la propiedad raíz, mediante la elaboración de mapas o planos cartográficos del Municipio, de sus centros de población, manzanas y zonas rurales;

XII. Integrar el inventario de los bienes inmuebles que se encuentran ubicados dentro del territorio del Municipio, para mantener actualizado el sistema de gestión catastral;

XIII. Integrar la cartografía urbana y rural del Municipio y mantenerla permanentemente actualizada;

XIV. Integrar, localizar, medir, describir y registrar los bienes inmuebles, sus principales características y asignación de la clave catastral;
XV. Ordenar la verificación física con el fin de captar variaciones y actualizar la base de datos, apoyándose en la información que presentan las personas con interés jurídico, fedatarios y autoridades competentes;
XVI. Presentar al Consejo Técnico Catastral Municipal para su valoración, la propuesta de tablas, planos de valores unitarios de suelo y construcción;

XVII. Formular el avalúo de los predios previa orden de visita en los términos de la Ley;

XVIII. Practicar avalúo técnico, solicitando a los particulares los datos necesarios para la ejecución de los trabajos catastrales, así como autorizar los avalúos practicados, emitir y ordenar la modificación de las resoluciones del valor catastral conforme a la Ley;

XIX. Expedir certificaciones de los datos y planos existentes en los registros del padrón catastral del Sistema de Gestión Catastral;

XX. Expedir y ejecutar por sí o por terceros, los manuales de procedimientos a que se sujetarán los trabajos catastrales;

XXI. Resolver las instancias de reconsideración que presenten los propietarios poseedores de predios, con relación a la fijación del valor catastral;

XXII. Formular el avalúo de los predios previa orden de visita en los términos de la ley;

XXIII. Proponer e instrumentar los mecanismos de coordinación con las autoridades municipales para el intercambio de información catastral y realización de acciones conjuntas en la materia;

XXIV. Supervisar y realizar actividades de control interno en el ámbito general de los Departamentos Administrativos del Catastro municipal;

XXV. Coordinar la función de las áreas administrativas internas;

XXVI. Revisar los informes que los encargados de las áreas técnicas y de análisis administrativos le presten sobre la validación a modificaciones al padrón catastral;

XXVII. Emitir dictámenes en materia de identificación, apeo o deslinde de bienes inmuebles cuando lo solicite la autoridad competente o parte interesada, y

XXVIII. Controlar los resguardos e inventarios de los bienes muebles e inmuebles asignados a los Departamentos Administrativos, tales como: mobiliario, equipo de oficina, equipo de informática, vehículos y otros.

“Artículo 39. La reasignación de una clave catastral, procederá en los siguientes casos:

I. Cuando el inmueble se localice en una manzana que ha sido saturada en el número de claves permitidas;

II. Cuando el inmueble se localice en una manzana que se subdividió por la apertura de una vialidad;

III. Cuando el inmueble se encuentra en una manzana que es necesario dividir por la modificación o actualización de una o varias áreas homogéneas, y

IV. Cuando la clave registrada no corresponda a la localización física del inmueble.”
En ese contexto, es claro, que la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano,  está obligado a atender lo relativo a la asignación de clave catastral derivada de la subdivisión que consta en el instrumento público número **********, tomo ********** **********, del protocolo de la Notaria publica número **********, con ejercicio en esta Ciudad, en la que consta la fusión y subdivisión de varios lotes de terreno, entre los que se encuentra el ubicado en la calle de ********** número **********, de la Colonia ********** y en su caso atender lo relativo a la reasignación de clave catastral en los supuestos previstos en el reglamento.

En atención a lo anterior, a juicio de esta Sala Unitaria con fundamento en los artículos 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,  se  declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la negativa dada por la autoridad demandada a lo peticionado por el actor y que consta en el oficio **********, dado que mediante el mismo se requiere al actor para que presente los documentos enunciados en el contenido del escrito de 22 de febrero de 2016, toda vez que en virtud de la omisión de precisar e inventariar los anexos de la instancia, deben tenerse por presentados los documentos que aparecen listados del número 1 al 8 en el escrito en que consta la instancia que formuló la parte actora a la autoridad demandada, en contravención al principio de legalidad previsto en el artículo 16 Constitucional y por ende se decreta su NULIDAD y se deja sin efecto alguno.
Ahora bien, en el caso que nos ocupa el acto impugnado deriva de la petición formulada por la parte actora, por lo que esta Sala Unitaria debe ordenar el dictado de una nueva resolución, para solventar la solicitud planteada, pues de otra manera, se dejaría sin resolver la petición, instancia o recurso,  lo cual sería en contravención al principio de Seguridad Jurídica a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, por tanto, la nulidad que se decreta es para efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución respecto de la petición que da origen al acto de autoridad que aquí se combate, en el que atienda en congruencia con lo que le fue planteado.

Sirve de apoyo a lo anterior  y por analogía al caso particular la tesis de jurisprudencia que a continuación se transcribe:


Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XIV, Noviembre de 2001, Tesis: 2a./J. 52/2001, página 32, registro 188431.    

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.

Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Atento a lo anterior, para restituir a la actora en los derechos que le fueron indebidamente vulnerados, se ordena a  la titular de la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano del Ayuntamiento Constitucional del Municipio de San Luis Potosí, que emita una nueva resolución en la que de manera debidamente fundada y motivada, resuelva lo peticionado por el actor en el ocurso de 22 de febrero de 2016, tomando en consideración los antecedentes que obran en sus archivos en relación a los lotes de terreno, respecto de los cuales autorizó la fusión y subdivisión que consta en el instrumento público número **********, tomo **********, del protocolo de la Notaria publica número **********, entre los que se encuentra el ubicado en la calle de ********** número **********, de la Colonia **********.

Finalmente se advierte que en el escrito de ampliación de demanda, el actor se duele de la negativa de devolución de los  documentos descritos en el escrito de 22 de febrero del 2016, sin embargo, dicha solicitud no se desprende del contenido del escrito respecto del cual se tuvo por configurada la negativa ficta y por ende resulta inatendible los argumentos relativos a la negativa de devolución de los documentos.  

En virtud de lo anterior, cabe señalar que resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, toda vez que en ello controvierte la notificación del oficio **********que contiene la negativa expresa y cuya notificación ya fue materia de análisis para determinar la procedencia de la negativa ficta impugnada. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

“Décima Época, Registro: **********Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.), Página: 1326
CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III y 28  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  248, 249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se, RESUELVE:

PRIMERO.- Este Sala Unitaria resultó competente para resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez de la Resolución Negativa expresa que hace la autoridad en el oficio **********; mismo que se deja sin efecto legal, en los términos, por las razones y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a la demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rubricas
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
�  Novena Época, Registro: **********Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204








